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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. 

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia – 2ª instancia – 03 de octubre de 2017

Proceso: 


Ordinario – Confirma decisión del a quo que negó las pretensiones

Radicación Nro. :
  
 66170-31-03-001-2012-00096-01
Demandante:


BLANCA ISABEL CARVAJAL RAMÍREZ
Demandado:

FLOTA OCCIDENTAL SA Y OTRO
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
Temas: 
NIEGA PAGO DE PERJUICIOS MORALES Y LUCRO CESANTE / ROMPIMIENTO DEL NEXO CAUSAL. [S]urge, incontestable, que hubo un hecho (el accidente de tránsito) y un daño (la muerte de Juan Guillermo Posada Carvajal). La cuestión es que, en tal evento, el nexo causal, analizada la prueba en conjunto, siguiendo las reglas de la sana crítica, se desvirtúa, porque el golpe que le causó la muerte al ciclista fue propiciado por un articulado de Megabús, que lo rebotó hacia la vía por donde circulaba el vehículo comprometido en esta causa, y el golpe con este último fue meramente circunstancial, es decir, sin injerencia causal alguna en el suceso por el que se demanda. De esta suerte, ante la ausencia de uno de los elementos fundamentales de la responsabilidad civil, lo que sobrevenía era la absolución por esta causa, antes que por la prosperidad de una cualquiera de las excepciones propuestas, que no era menester analizar. Por tanto, se confirmará el fallo revisado. 

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

                              SALA DE DECISIÓN CIVIL-FAMILIA

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, octubre tres de dos mil diecisiete
Expediente 66170-31-03-001-2012-00096-01
Acta Nro. 517 de octubre 3 de 2017
Decide la sala el recurso apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia del 20 de abril de 2015, proferida por el Juzgado Civil del Circuito Dosquebradas, en este proceso ordinario que Blanca Isabel Carvajal Ramírez adelanta contra Flota Occidental SA y Publio Osías Ayala Lozano, al que se llamó en garantía a La Equidad Seguros Generales. 

ANTECEDENTES 

Por medio de apoderado judicial, la señora Blanca Isabel Carvajal Ramírez, en su calidad de madre de Juan Guillermo Posada Carvajal, demandó a Flota Occidental SA y a Publio Osías Ayala Lozano, con el propósito de que se declarara que son civil y solidariamente responsables, en sus condiciones de empresa afiliadora y propietario, respectivamente, del vehículo de placas WMA- 904, por los daños que le causaron a raíz de la muerte de su hijo, en accidente ocurrido el 25 de abril de 2007; como consecuencia de ello que se les condenara a pagar los perjuicios morales y el lucro cesante, que cuantificó, debidamente indexados, más las costas del proceso. 

Dijo, como sustento de lo pedido, que en aquella fecha Juan Guillermo se desplazaba en su bicicleta, por el carril izquierdo de la vía que de Dosquebradas conduce a Santa Rosa de Cabal, y en el sector de la estación de Megabús, ubicada a la altura de la telefónica, fue alcanzado por el microbús de Flota Occidental de placas WMA 904, que marchaba detrás suyo, muy rápido, acosándolo y pitándole, hasta que, con su parte trasera, lo impactó y lanzó al carril del Megabús; cuando intentaba levantarse, fue arrollado por un articulado de promasivo, de placas WHl 950, que le causó la muerte inmediata. El conductor del microbús continuó su marcha y los testigos anotaron el número de placa. 

Juan Guillermo contaba 23 años de edad, era soltero y vivía con la demandante, a quién ayudaba económicamente; fue un buen hijo, emprendedor y dedicado, en su hogar reinaban el amor y la comprensión, de manera que la madre dependía emocional, afectiva y económicamente de él; al morir, ella quedó sumida en un profundo dolor, por verse sola y desamparada, lo que le provocó un fuerte trauma psicológico.

Para la época del accidente, el joven trabajaba en muebles L.M. SA y devengaba el salario mínimo, más auxilio de transporte, de lo cual destinaba el 25% para el sostenimiento de su progenitora. Terminó señalando que la conducción de automotores es una actividad peligrosa y que tanto la empresa como el propietario deben responder por los daños. 

Admitida la demanda, se corrió traslado a los demandados. Por conducto de asesor judicial, respondieron los hechos, se opusieron a lo pretendido y excepcionaron la culpa exclusiva de la víctima, que invadió imprudentemente el carril del transporte masivo y fue impactado por un articulado que lo lanzó hacia el carril donde estaba el bus afiliado a Flota Occidental detenido, esperando el cambio de semáforo.

La sociedad demandada, llamó en garantía a La Equidad Seguros Generales Organismo Cooperativo, con apoyo en las pólizas AA001607, básica, y AA001604, de segunda capa. Esta compañía se pronunció sobre los hechos de la demanda, opugnó las pretensiones y acompañó la excepción de culpa exclusiva de la víctima, pero agregó la de excesiva valoración de los perjuicios y falta de prueba de los mismos. Sobre el llamamiento, además de referirse a los hechos, formuló las excepciones de límite de amparos y coberturas, exclusión de lucro cesante y daño moral y carga de la prueba de los perjuicios sufridos y de la responsabilidad del conductor del vehículo, respecto de la primera póliza; y las de cobertura en exceso, límite de responsabilidad y aplicación de deducibles en lo relacionado con la segunda. Y en común, la de prescripción, por haber transcurrido más de dos años desde la ocurrencia del hecho. 

La demandante reformó su libelo (f. 62, c. 1), en lo que a los hechos se refiere. Explicó esta vez, que el microbús de Flota Occidental alcanzó al ciclista, lo golpeó y lanzó al carril de Megabús, en ese momento lo recibió el parabrisas de un articulado que lo rebotó al carril izquierdo, por donde antes se desplazaba.

Admitida tal reforma y surtido su traslado, se realizó la audiencia de que trata el artículo 101 del CPC; allí fueron interrogadas la partes y se evacuaron las demás etapas; decretadas y practicadas las pruebas, se dio traslado para alegar y sobrevino el fallo que declaró probada la excepción denominada culpa exclusiva de la víctima; por tanto, negó las pretensiones y condenó en costas a la demandante. 

El soporte para ello consistió en que fueron probados el hecho y el daño, pero no el nexo causal, en cuanto, analizada la prueba se concluye que todo se debió al imprudente obrar de la víctima, según fue definido también por los jueces penales, cuya decisión tiene incidencia, en la medida en que se erige como una eximente para quien realiza la actividad peligrosa. 
   



Inconforme con lo resuelto, apeló la decisión la demandante y en esta sede sustentó. Sostiene que (i) quienes estuvieron presentes en el lugar de los hechos, señalaron que fue el vehículo de la empresa demandada el que le pegó por detrás a la bicicleta y lanzó a su conductor contra el articulado que lo golpeó y lo devolvió al carril por donde iba; (ii) el testimonio del agente de tránsito Fabián Antonio Henao es mendaz, porque en el sitio no había ninguna autoridad de tránsito, ni agentes de policía; (iii) el comentario al que aludió el testigo Efraín Gallego Salazar, no pasa de ser una suposición, ya que ningún pasajero se dio cuenta de lo ocurrido; (iv) el testigo Gerardo de Jesús Naranjo mintió al decir que el automotor iba por su carril y adelante se desplazaba un señor en una bicicleta que de un momento a otro invadió el carril de Megabús, porque el articulado venía muy atrás del bus y de la bicicleta; (v) el bus no aparece involucrado porque después de golpear la bicicleta, siguió su marcha y se detuvo más adelante; y (vi) los testimonios de Carmen Rosa Arango y Rodrigo de Jesús Gallego son contestes en describir los hechos como realmente ocurrieron y son los que se deben tener en cuenta en este caso. 
  



CONSIDERACIONES

1. 
Los presupuestos del proceso están cumplidos y no se advierten vicios capaces de derruir la actuación, por lo que la decisión será de fondo. 

2.
La legitimación en la causa por activa es indiscutible, en la medida en que, quien reclama la reparación, para sí, es la madre de la víctima, como se desprende del certificado que obra a folio 2.

Por pasiva, concurren Publio Osías Ayala Lozano, conductor y propietario del vehículo de placas WMA-904 (f. 83, c. 1) y la empresa a la que está afiliado, esto es, Flota Occidental SA (f. 14 a 25, c. 3), a quienes se les imputa el daño. 
3. Como viene de verse, el juzgado negó las pretensiones con sustento en que, por una parte, del informe de tránsito se desprende que en el hecho no estuvo involucrado el vehículo de placas WMA 904, lo que descarta cualquier vínculo de causalidad entre el suceso y el daño imputable al propietario o a la empresa y, por ende, conlleva la ausencia de culpa en el señor Publio Osías Ayala Lozano. Y por la otra, aun aceptando que sí hubo alguna participación del vehículo en el accidente, la prueba testimonial tampoco permite determinar culpa y, en consecuencia, responsabilidad de los demandados. Concluyó que lo que ocurrió derivó de una culpa exclusiva de la víctima. 

El recurso, por su lado se soporta en que la valoración probatoria fue inadecuada, porque fueron los testigos Carmen Rosa Arango Tamayo y Rodrigo de Jesús Gallego Cardona quienes relataron lo que realmente sucedió, esto es, que el microbús golpeó al ciclista y lo desplazó hacia el lugar donde corría el articulado de Megabús, que lo recibió con el parabrisas. 

De manera que lo que corresponde dilucidar en esta instancia es si la razón está de parte del juzgado o de la recurrente. 

4. Para ese fin, brevemente se recuerda, pues ya lo ha analizado esta Sala
, que la jurisprudencia tiene sentado el criterio de que en una responsabilidad de este tipo, es decir, la que deriva del ejercicio de una actividad peligrosa, como la conducción de automotores, está comprometido el artículo 2356 del C. Civil, en virtud del cual, la culpa se presume y el agente solo puede liberarse de responsabilidad en cuanto demuestre una causal eximente, como la fuerza mayor o el caso fortuito, o un hecho exclusivo de la víctima o de un tercero. 
Y si en el suceso concurren sendas actividades peligrosas, la cuestión debe mirarse en perspectiva del mismo artículo, pero atendiendo la injerencia que cada una de ellas hubiese tenido, a la actividad desplegada por cada uno de los conductores, por ejemplo, para, en su caso, imputar el hecho dañoso a uno de los dos, que deberá cargar con la responsabilidad, o bien, graduar la indemnización por haber concurrido ambos en el suceso con una conducta culposa. Esto, sin perjuicio también de que el demandante pruebe, en los términos del artículo 2341 del estatuto civil, la culpa del agente del daño. 

Recientemente señaló la Sala de Casación Civil de la Corte
 que: 
Tratándose de accidente de tránsito producido por la colisión de dos automotores, cuando concurren a la realización del daño, la jurisprudencia ha postulado que estando ambos en movimiento, estarían mediados bajo la órbita de la presunción de culpas. No obstante, en el caso presente quedó claramente demostrado el real efecto nocivo de la actividad peligrosa desarrollada por el conductor del taxi, al punto que resultó determinante en la ocurrencia del accidente, quedando al margen de toda prueba la incidencia de la actividad desarrollada por la conductora de la motocicleta; esto es, su conducta en la ejecución del daño resultó intrascendente, relevando de esta forma a la Corte de efectuar cualquier análisis respecto de su comportamiento.

La concurrencia de las dos actividades peligrosas en la producción del hecho dañoso y el perjuicio, en nada obsta para que la parte demandante, acudiendo a las reglas generales previstas en el artículo 2341 del Código Civil, pruebe la culpa del demandado, como aquí ocurrió.  

E insistió posteriormente en que
: 


…de antiguo la jurisprudencia constante de esta Corporación, ha enfatizado que el sistema de responsabilidad contemplado en nuestro ordenamiento civil, parte, en principio, de la noción de culpabilidad para poder imponer la obligación de indemnizar. 

La Corte ha enseñado que “desde un principio el artículo 2341 del Código Civil se encarga de iniciar el estudio del tema a partir del Título XXXIV del Código Civil, bajo la denominación de `responsabilidad común por los delitos y las culpas`, o sea, la que tiene como su fuente el dolo o las diversas clases de `culpas`, desarrollo con el que destaca como elemento esencial el  postulado de la culpabilidad, situación que como es natural acepta salvedades que se construyen cuando se presentan hechos diferentes a los que normalmente tienen ocurrencia, como serían la fuerza mayor, el caso fortuito, el hecho de un tercero o la culpa exclusiva de la víctima”. 

1.1 Tratándose del ejercicio de actividades peligrosas, la Sala en desarrollo de lo previsto en el artículo 2356 del Código Civil, tiene decantado que la responsabilidad se juzga al abrigo  de la “(…) presunción de culpabilidad (…)”
. Cualquier exoneración, por tanto, debe plantearse en el terreno de la causalidad, mediante la prueba de un elemento extraño (fuerza mayor o caso fortuito, hecho de un tercero o culpa exclusiva de la víctima).
1.2 Sobre la conducta del perjudicado, ha precisado igualmente la Corporación: 

“En ese orden de ideas, se puede señalar que en ocasiones el hecho o la conducta de quien ha sufrido el daño pueden ser, en todo o en parte, la causa del perjuicio que ésta haya sufrido. En el primer supuesto –conducta del perjudicado como causa exclusiva del daño, su proceder desvirtuará, correlativamente, el nexo causal entre el comportamiento del presunto ofensor y el daño inferido, dando lugar a que se exonere por completo al demandado del deber de reparación. (…)
La importancia de la conducta de la víctima en la determinación de la reparación de los daños que ésta ha sufrido no es nueva, pues ya desde el derecho romano se aplicaba en forma drástica la regla, atribuida a Pomponio, según la cual “quod si quis ex culpa sua damnun sentit, non intellegitur damnum sentire”, es decir, que el daño que una persona sufre por su culpa se entiende como si no lo hubiera padecido, lo que condujo a un riguroso criterio consistente en que si la víctima había participado en la producción del daño, así su incidencia fuera de baja magnitud, en todo caso quedaba privada de reclamación. Principio semejante se observó también en otros sistemas jurídicos, como en el derecho inglés, que aplicó el criterio de la contributory negligence, que impedía que la persona que había contribuido total o parcialmente a la producción del resultado dañoso se presentara ante la justicia a efectuar su reclamación, pues se consideraba que tenía las “manos manchadas” (Mazeaud, Henri y Léon, y Tunc, André. Tratado Teórico y Práctico de la Responsabilidad Civil Delictual y Contractual. Tomo II, Volumen II. Ediciones Jurídicas Europa América. Buenos Aires, 1964. Pág. 33.). 

No obstante, con posterioridad, el rigor del mencionado criterio se atenuó y se estableció en la gran mayoría de ordenamientos el principio según el cual si el comportamiento de la víctima es causa exclusiva del daño debe exonerarse de responsabilidad al demandado (…) (v.gr. B.G.B, par. 254; Código Civil italiano, artículo 1227; Código Civil argentino, art. 1111, entre otros). (…)”. (CSJ. Sent. 16 de diciembre 2010. Rad. 1989-00042-01).

De donde, se reitera, con fundamento en el sistema de imputación de culpa presunta contemplado en el artículo 2356 del C.C, por supuesto diferente del de culpa probada del canon 2341 ejusdem, solo le es posible al convocado desvirtuar la responsabilidad atribuible, demostrando cualquiera de las causas extrañas referidas en precedencia.

1.3 También es factible que suceda, cual aconteció en el escenario debatido, que ambos extremos de la relación procesal estuvieran ejercitando concomitantemente actividades de peligro, evento en el cual surge para el fallador la obligación de establecer mediante un cuidadoso estudio de las pruebas la incidencia del comportamiento desplegado por aquellos, respecto del acontecer fáctico que motivó la reclamación pecuniaria.

Al demandarse a quien causó una lesión como resultado de desarrollar una actividad calificada como peligrosa y, al tiempo, el opositor aduce culpa de la víctima, es menester estudiar cuál se excluye, acontecimiento en el que, ha precisado la Corporación:

“en la ejecución de esa tarea evaluativa no se puede inadvertir ‘que para que se configure la culpa de la víctima, como hecho exonerativo de responsabilidad civil, debe aparecer de manera clara su influencia en la ocurrencia del daño, tanto como para que, no obstante la naturaleza y entidad de la actividad peligrosa, ésta deba considerarse irrelevante o apenas concurrente dentro del conjunto de sucesos que constituyen la cadena causal antecedente del resultado dañoso’.  Lo anterior es así por cuanto, en tratándose ‘de la concurrencia de causas que se produce cuando  en el origen del perjuicio confluyen el hecho ilícito del ofensor y el obrar reprochable de la víctima, deviene fundamental establecer con exactitud la injerencia de este segundo factor en la producción del daño, habida cuenta que una investigación de esta índole viene impuesta por dos principios elementales de lógica jurídica que dominan esta materia, a saber: que cada quien debe soportar el daño en la medida en que ha contribuido a provocarlo, y que nadie debe cargar con la responsabilidad y el perjuicio ocasionado por otro (G. J. Tomos LXI, pág. 60, LXXVII, pág. 699, y CLXXXVIII, pág. 186, Primer Semestre, (…) Reiterado en CSJ CS Jul. 25 de 2014, radiación n. 2006-00315). 

5. Es relevante aquí, para resolver, lo siguiente: 

El 25 de abril de 2007 ocurrió el accidente de tránsito en el que perdió la vida Juan Guillermo Posada Carvajal. De ello dan cuenta el informe del mismo (f. 6 a 8, c. 1), que fue ratificado por el agente de tránsito Fabián Antonio Henao Agudelo (f. 5 y 6, c. 4), las partes en la demanda y su contestación, y los testigos, que luego se analizarán. 
En ese documento, se consignó como hipótesis que el vehículo 2, esto es, la bicicleta, al realizar una maniobra peligrosa, invadió el carril de Megabús; y el funcionario explicó que lo hizo así, por cuanto la norma exige que se dé una idea de lo que pudo ocurrir, y el hecho de que la bicicleta hubiera quedado dentro del carril del articulado lo llevó a esa conjetura, aunque aclaró que no vio cómo ocurrieron los hechos. 
La actuación penal, terminó con un auto de preclusión de la indagación preliminar adelantada contra José Darley Gallego Cadavid, por el delito de homicidio culposo, decisión adoptada por el Juzgado Penal del Circuito de Dosquebradas, el 14 de mayo de 2009 y confirmada por la Sala Penal de esta Corporación el 8 de febrero de 2010, según copias traídas como prueba común, lo que permite valorarlas (f. 7, 8, 36 a 54, c. 5), dado que no se halló responsabilidad alguna en su contra por la invasión que del carril del articulado hizo la víctima Juan Guillermo Posada Carvajal. Sin embargo, bueno es decirlo, en la providencia de segundo grado quedaron planteadas dos hipótesis: una, que el conductor de la bicicleta pudo haber invadido intempestivamente dicho carril; y la otra, que tal invasión quizá fue producto de un roce con un vehículo afiliado a Flota Occidental SA, lo que la Fiscalía no investigó a fondo. 

Esto quiere decir, que ni el informe del accidente, ni la preclusión penal arrojan mayores luces a este proceso, porque con tales elementos sigue la incertidumbre de lo que realmente pudo haber acontecido, en la medida en que la autoridad de tránsito no percibió el hecho, y al desatarse el recurso de apelación, quedó abierta la posibilidad de que la muerte de Juan Guillermo pudiera haber provenido de su propia incuria, o de ella y de la participación del vehículo que transitaba cerca de la bicicleta, es decir, el microbús afiliado a la empresa demandada. 

Y se afirma que la imprudencia del ciclista se da en cualquiera de las dos hipótesis, porque ninguna resistencia puede ofrecer la conclusión de que en el momento del acontecimiento violaba las más elementales reglas de seguridad, en cuanto, de acuerdo con el Código Nacional de Tránsito (art. 94), estaba obligado a transitar por la derecha de la vía, a una distancia no mayor de un metro de la acera u orilla, y abstenerse de utilizar las vías exclusivas para servicio público colectivo. Mas, está claro, por las afirmaciones de las mismas partes y los testigos, que lo hacía a escasos centímetros de la división que marca el carril exclusivo para el Megabús, por el carril izquierdo de los dos habilitados para los demás vehículos. 
Ahora bien, de acuerdo con lo planteado inicialmente, es indispensable establecer si esa conducta reprobable fue la causa adecuada del daño final, o solo pudo haber concurrido al mismo, pues de ello depende el resultado del proceso. Por eso, a falta de otras pruebas determinantes, debe acudirse al análisis del interrogatorio absuelto por el codemandado Publio Osías Ayala Lozano y la testimonial que, a decir verdad, se divide en dos grupos antagónicos, de los cuales ha de elegirse el que mayor fuerza de convicción trae para la Sala, sin perjuicio de considerar otros documentos allegados, como la minuta de servicios de la estación CAM, correspondiente al 25 de mayo de 2007, allegada por la misma demandante.
Para empezar por este último (f. 15, c. 1), quedó consignado, a las 18:05, el accidente en el que se vio inmiscuido el articulado de número lateral MP011, conducido por José Darley Cadavid Gallego, que colisionó con una bicicleta en la que se desplazaba Juan Guillermo Posada Carvajal, que apareció “…ENVISTIENDO (SIC) AL MEGABUS, VIOLANDO LA VÍA DEL MISMO, CHOCÁNDOSE CONTRA ESTE Y COMO RESULTADO DEL HECHO, SE GOLPEÓ EL CRÁNEO CONTRA EL ARTICULADO RESULTANDO MUERTO EN FORMA INMEDIATA… HECHOS SUCEDIDOS EN LA CARRERA 16 ENTRE CALLES 33-34 FRENTE A LA CHEC EN EL SENTIDO PEREIRA-DOSQUEBRADAS… ES DE ANOTAR QUE LA FLOTA OCCIDENTAL DE PLACAS WMA-904 de La Virginia, según versión DE LA SEÑORA JENNIFER BUITRAGO EDAD 16 AÑOS… QUIEN SE ENCONTRABA ACOMPAÑADA DE LA SEÑORA NATALIA OROZCO DE EDAD 16 AÑOS… PASAJEROS DEL ARTICULADO PROTAGONISTA DE LOS HECHOS QUIENES VIAJABAN EN LA PARTE DELANTERA DEL ARTICULADO…. LOS SEÑORES GERARDO NARANJO…. EFRAÍN ZALASAR (sic)… IDALBA TABARES… VICTOR MANUEL OSORIO…”.
Este derrotero poco aporta a la incidencia del móvil afiliado a Flota Occidental SA en el suceso; sin embargo, permite ir vislumbrando lo que emerge de la prueba testimonial, porque es un hecho bastante diciente, que entre esas personas mencionadas en la minuta, no aparezcan los testigos allegados por la parte demandante, no obstante que uno de ellos, como se verá, dijo que estaba en la estación esperando a un amigo. Como también lo es, que se respalda la presencia de los señores Efraín Salazar Gallego y Gerardo de Jesús Naranjo, como pasajeros del transporte masivo.  
El codemandado Ayala Lozano (f. 84, c.1), dijo que al llegar al semáforo frente a la CHEC en Dosquebradas, estaba arrancando cuando sintió un golpe en la parte trasera de la buseta; en ese momento subía el magabús, en la misma dirección y el ciclista salió de una calle que da a la parte derecha de la avenida Simón Bolívar, se atravesó y ese vehículo lo golpeó, y con la bicicleta le dio en la parte trasera del vehículo que conducía. 
La deponente Carmen Rosa Arango Tamayo (f. 87, c. 3), indicó que salía de un gimnasio ubicado frente a la CHEC y vio que venía un muchacho en bicicleta, detrás de él, muy rápido, una buseta de Flota Occidental SA que lo golpeó, el joven se ladeó a caer al carril del megabús, el articulado lo recibió con el parabrisas y cayó al suelo; consiguió un lapicero y anotó el número de la placa de la buseta en la mano; al rato llegó la mamá de la víctima a quien se le arrimó, pero salió corriendo, entonces al día siguiente, en el velorio, le entregó el papel en el que había consignado el dato de la placa. Se le preguntó con qué parte fue que la buseta golpeó al ciclista, pero nunca lo dijo, solo afirmó que este iba cerca al carril de megabús, aquel vehículo lo encerró y lo tiró hacia el carril exclusivo donde fue recibido por el bus con el que se golpeó en la cabeza; explicó que cuando dijeron que se había muerto se fue; luego dijo que cuando la policía empezó a preguntar abandonó el lugar. Finalizó corrigiendo que la buseta quedó a dos metros con cuarenta centímetros, aproximadamente, del occiso, pues primero había señalado que a veinte o treinta centímetros. 
Rodrigo de Jesús Gallego Carmona (f. 88, c. 3), dijo que estaba en la estación de Megabús de Comfamiliar Dosquebradas esperando a un amigo; vio que venían un muchacho y una buseta de Flota Occidental SA muy pegadita a él; de pronto el ciclista se fue yendo hacia el carril exclusivo, pasó el articulado y le dio en la cabeza con el parabrisas y lo devolvió a la avenida; mencionó que no observó en qué posición quedó la buseta, tampoco se percató de las autoridades que llegaron. 
  



El agente de tránsito Fabián Antonio Henao (f. 6, c. 4), como se anticipó, relató que la causa probable consignada obedeció a la información que le suministró el conductor del bus articulado, según el cual, la buseta nada tuvo que ver en el incidente. 

  



Efraín Salazar Gallego (f. 7, c. 4), precisó que iba como pasajero de megabús en el segundo puesto de adelante, a la orilla del pasillo; de repente vio que aparecieron las llantas de una bicicleta y de inmediato se produjo el golpe; en el impacto se rompió el parabrisas en la parte derecha; luego, al observar por la ventanilla divisó al joven en el piso, y en la parte de adelante la bicicleta en medio del separador; al pie una buseta de Flota Occidental SA. Refiere que observó al ciclista como atravesándose al carril del megabús. 
   



Y Gerardo de Jesús Naranjo, también pasajero, en el primer puesto de adelante, percibió que el bus de Flota Occidental venía por su carril; delante del megabús, a “varia distancia” iba un señor en bicicleta, de un momento a otro invadió el carril del articulado y este lo atropelló, lo mandó al lado derecho y ahí fue cuando la buseta le dio al ciclista, “mejor dicho le pasó por encima”. Aseguró que el ciclista iba delante de los dos vehículos y no observó que la buseta hubiera empujado o golpeado al ciclista; tampoco percibió con qué llantas le pasó la buseta por encima a la víctima. 
Hay, entonces, dos grupos antagónicos de testimonios; los de la parte demandante, que según el recurrente dieron razonada cuenta de la forma en que ocurrió el accidente; y los que se oyeron a instancias del demandado. 

Respecto de los primeros, un análisis racional y en conjunto de los mismos, permite señalar que de acuerdo con el artículo 228 del Código de Procedimiento Civil (aplicable a este caso), un testimonio debe ser exacto y completo, lo cual se logra en la medida en que se exponga la razón de la ciencia del dicho del deponente, esto es, las circunstancias de tiempo modo y lugar en que ocurrieron los hechos y los conoció, qué es lo que le da vía libre al juez para valorar su contenido
. Y en este caso, bastante cortos se quedaron los jueces, principalmente el comisionado, en el cumplimiento de ese cometido, como quiera que dejó que se dieran unas escuetas respuestas sin acometer esa tarea de precisar algunas situaciones que podrían ser relevantes, lo que ocurrió con la complacencia de las partes. 

En el caso de Carmen Rosa Arango, por ejemplo, era necesario que relatara con suficiencia cómo fue que el microbús de Flota Occidental SA golpeó o empujó al ciclista a la vía exclusiva de megabús, que al final no lo contestó; lo que insinuó en una de sus respuestas, es que la bicicleta y el microbús iban muy cerca y aquella fue cerrada por este, cuando inicialmente había hablado de un golpe. Mas, por la posición que, según dice, tenía, que era saliendo de un gimnasio al frente de la Chec, lo cual significa que estaba en la acera de la vía que de Dosquebradas conduce a Santa Rosa de Cabal, pues del croquis del accidente se desprende que esa entidad está ubicada sobre la vía Dosquebradas-Pereira, es cuando menos discutible que hubiera podido observar todo lo que ocurrió, pues se hallaba al lado derecho del microbús, en tanto que el aludido golpe tuvo que ser por el flanco izquierdo del automotor, en vista de que el ciclista fue recibido con el parabrisas del articulado,  por su costado derecho y desplazado, por causa del rebote, hacia la izquierda. Incluso hay contradicción en ella en cuanto aduce que tomó nota de la placa del vehículo en su mano y enseguida refiere que, al otro día, en el velorio del joven que murió, le entregó a su progenitora el papel donde había consignado ese dato. También esa circunstancia de que hubiera estado presente en su velorio es llamativa, porque nada indica en su versión que tuviera vínculos con la familia del occiso. Más todavía, ninguna explicación lógica tiene que si estaba presente en el lugar del suceso, observó todo, tomó nota de la placa, y vio que llegó la autoridad, en lugar de acudir a ella, se marchara; como tampoco que no aparezca siquiera mencionada en las diligencias penales adelantadas, según se lee en las piezas aportadas. Ninguno de esos aspectos fue aclarado, con lo cual su versión se resiente. 
Ni qué decir de la intervención de Rodrigo de Jesús Gallego Carmona; de sus propias palabras no surgió nunca la afirmación de que el microbús hubiera golpeado al ciclista; lo que narró es que este se fue yendo hacia el carril exclusivo, sin que explicara, razonablemente, por qué ocurrió esa situación. Luego en una pregunta de uno de los apoderados fue este el que hablo del golpe, no el testigo. 

Si esto es así, la posición de la parte demandante en su recurso, en el sentido de que fueron estos dos deponentes los que realmente dieron a conocer los pormenores del accidente, se viene a menos, si es que con ellos se pretendía demostrar que el microbús golpeó al ciclista y producto de ello este fue a parar contra el Megabús. 

Ahora bien, sin que sea un dechado de virtud la práctica de los testimonios de Efraín Salazar Gallego y Gerardo de Jesús Naranjo, al menos sí se tiene absoluta certeza de que estuvieron presentes en el sitio de los hechos, porque viajaban en el articulado involucrado en el accidente, según está consignado en el informe de tránsito (f. 31, c. 1) y en la minuta de servicios de Megabús, a la que antes se aludió, aportada por la misma demandante. Con todo y el relato del segundo, que dice que el microbús le pasó por encima a la víctima, hecho que no ha sido planteado en esta litis, ni demostrado, coincidieron en que intempestivamente el joven que circulaba en la bicicleta trató de invadir la vía exclusiva de Megabús, con tan mala fortuna que fue alcanzado por el vehículo que en ese momento pasaba, se golpeó la cabeza con el parabrisas, fue desplazado al lado izquierdo sobre la vía central, y murió. Ninguno de ellos, en la posición privilegiada que tenían, en la parte delantera del bus, observó que el automotor vinculado a Flota Occidental SA hubiese rozado o golpeado al ciclista. 
De todo este derrotero surge, incontestable, que hubo un hecho (el accidente de tránsito) y un daño (la muerte de Juan Guillermo Posada Carvajal). La cuestión es que, en tal evento, el nexo causal, analizada la prueba en conjunto, siguiendo las reglas de la sana crítica, se desvirtúa, porque el golpe que le causó la muerte al ciclista fue propiciado por un articulado de Megabús, que lo rebotó hacia la vía por donde circulaba el vehículo comprometido en esta causa, y el golpe con este último fue meramente circunstancial, es decir, sin injerencia causal alguna en el suceso por el que se demanda.   

De esta suerte, ante la ausencia de uno de los elementos fundamentales de la responsabilidad civil, lo que sobrevenía era la absolución por esta causa, antes que por la prosperidad de una cualquiera de las excepciones propuestas, que no era menester analizar. 

Por tanto, se confirmará el fallo revisado. 

6. 
En esta sede las costas serán a cargo de la recurrente y a favor de los demandados (art. 392-1, CPPC). Ellas se liquidarán de manera concentrada ante el juez de primer grado, en la forma señalada en el artículo 366 del CGP, dado que, a partir de la notificación de esta providencia, el asunto debe hacer tránsito a la nueva ley procesal, en virtud de lo reglado por el artículo 624 de tal estatuto. 

DECISIÓN

En consonancia con lo discurrido, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia del 20 de abril de 2015 proferida por el Juzgado Civil del Circuito Dosquebradas, en este proceso ordinario qué Blanca Isabel Carvajal Ramírez adelanta contra Flota Occidental SA y Publio Osías Ayala Lozano, al que se llamó en garantía a la equidad seguros generales. 

  



Costas de segundo grado a cargo de la demandante y a favor del demandado, que se liquidarán en la forma establecida en el artículo 366 del CGP, de manera concentrada, ante el juez de primera instancia.
  



En auto separado se fijarán las agencias en derecho que correspondan a esta sede. 
Notifíquese

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS 


   DUBERNEY GRISALES HERRERA 
    Salvamento parcial de voto
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